NJ) 
LA 
Mrs 
Cámara de Representantes 


XLVIIIl Legislatura 


S/C 


DIVISIÓN PROCESADORA DE DOCUMENTOS 


N* 992 de 2017 


Comisión Especial de 
población y desarrollo 


PROGRAMA DE REASENTAMIENTO DE LAS FAMILIAS SIRIAS EN URUGUAY 


Preside: 


Miembros: 


Invitados: 


Secretaria: 


Prosecretaria: 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 11 de mayo de 2017 


(Sin corregir) 
Señor Representante Álvaro Dastugue. 
Señoras Representantes Sonia Cayetano, María Luisa Conde y 
Macarena Gelman, y señores Representantes Pablo D. Abdala, Gonzalo 
Civila, Oscar De los Santos, Jorge Meroni, José Luis Satdjian, Walter 
Verri, y Nicolás Viera. 
Señor Director de la Secretaría de Derechos Humanos de la Presidencia 
de la República, Lic. Nelson Villareal, acompañado por la señora Lic. 
Jimena Fernández. 


Señora Ma.Cristina Piuma Di Bello. 


Señora Lourdes E. Zícari. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Álvaro Dastugue).- Habiendo número, está abierta la 
reunión. 


(Ingresan a sala el señor secretario de Derechos Humanos de la Presidencia de la 
República, licenciado Nelson Villarreal y la licenciada Jimena Fernández) 


Damos la bienvenida al licenciado Nelson Villarreal y a la licenciada Jimena 
Fernández, a quienes les cedemos el uso de la palabra. 


El 11 de octubre de 2016 los firmantes, Pablo Abdala y Grisel Pereyra, solicitaron 
se convoque a esta comisión al señor secretario de Derechos Humanos de la Presidencia 
de la República, licenciado Nelson Villarreal, a los efectos de considerar la decisión del 
Poder Ejecutivo en cuanto a prorrogar el programa de acogimiento de las familias sirias 
refugiadas en nuestro país, que vencerá en el curso del corriente mes. Es de interés de 
los legisladores firmantes, conocer los fundamentos de la medida, el sustento jurídico de 
la misma y la situación en la que se encuentran las personas que son beneficiarias del 
programa indicado. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Muchas gracias, señor presidente, me sumo a la 
bienvenida. 


Les agradezco mucho su comparecencia y creo que es una muy buena 
oportunidad para encontrarnos, intercambiar y recibir información que ha sido 
preocupación de esta Comisión desde el inicio del programa de reasentamiento de las 
familias sirias, en el año 2014. 


Este programa no ha estado exento de dificultades y de complejidades; en esto 
creo que todos estaremos de acuerdo. Con la Secretaría de Derechos Humanos siempre 
hemos mantenido una relación muy fluida y provechosa. Estoy seguro de que a partir de 
ahora, con la presencia del licenciado Villarreal, que comparece por primera vez en su 
condición de director, la podremos prolongar en el tiempo. 


Queremos dejar planteadas un par de interrogantes, a efectos de encuadrar el 
sentido de esta convocatoria. 


Deseamos actualizar la información en lo que respecta a este programa y en lo 
que tiene que ver con la situación de las cinco familias de refugiados sirios que llegaron a 
Uruguay en la fecha señalada. Particularmente, en relación a aquellas familias, y 
especialmente a una de ellas que, como todos sabemos, en las últimas semanas 
protagonizaron una situación a la vista de todos; me refiero a la protesta llevada a cabo 
en la Plaza Independencia, levantando un campamento, cosa que ya habían hecho 
tiempo atrás. 


Todos sabemos que nos enfrentamos a una realidad pautada, limitada y 
condicionada por elementos de tipo cultural, barreras que para los refugiados en general 
-y particularmente para estos, en que las diferencias culturales son tan grandes-, resultan 
difíciles de sortear. Nadie es ajeno a eso. 


También es cierto -y no lo digo con el ánimo de replantear el debate-, que esta 
misma Comisión pudo constatar problemas en el origen y en la implementación de este 
Programa. Me refiero a cierto apresuramiento, admitido por el propio Secretario de 
Derechos Humanos de la época, doctor Javier Miranda, cuando en más de una 
oportunidad nos visitó en el ámbito de esta Comisión y también en la de Derechos 
Humanos. 


Concretamente, deseamos conocer la situación actual de las cinco familias. De las 
que se sabe poco, es bueno que sepamos algo -tal vez si se sabe poco es porque no han 
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protestado o porque es presumible que han avanzado en cuanto a su inserción en la 
sociedad uruguaya-, así como también de las que hace pocos días levantaron la protesta 
que venían desarrollando en la Plaza Independencia. 


En la nota se habla de un aspecto de carácter jurídico que yo, como integrante del 
Poder Legislativo, quiero traer sobre el tapete. Lo digo con absoluta honestidad: creo que 
hay una situación de ¡legalidad o de irregularidad formal -como se la quiera llamar- en 
este Programa en lo que refiere a la asistencia financiera que sería bueno que el Poder 
Ejecutivo se planteara solucionar. Tal vez la instancia pueda ser la próxima Rendición de 
Cuentas. Este tipo de asistencias pecuniarias por parte del Estado, que implican una 
situación de decepción o de discriminación -que puede estar muy legitimada por las 
razones que la motivan- requieren inexorablemente de la autorización legislativa que 
nunca se otorgó. 


La ley de refugiados, la N* 18.076, en la que trabajamos en el período anterior o, 
mejor dicho, en el primer gobierno del doctor Vázquez en esta misma Comisión -porque 
emanó de aquí-, actualizó la legislación en ese sentido y estableció determinados 
derechos o determinadas asistencias. Cuando los refugiados están en el proceso de 
determinación, de aceptación por su propia condición, tienen derecho a determinadas 
cosas como, por ejemplo, a un intérprete, a la asistencia jurídica. Ahora, cuando 
hablamos de una asignación presupuestal, evidentemente, estamos en otro plano. Puede 
estar muy justificado, no digo lo contrario, pero me parece que tal vez por el mismo 
apresuramiento al que me referí, esto no tuvo el sustento jurídico apropiado y es bueno 
que las cosas se hagan conforme a derecho, más allá de que pueda parecer una mera 
formalidad. A mi juicio, no alcanzó con el Decreto que se dictó en el año 2014 donde se 
establecieron las condiciones del Programa. Creo que eso debe ser materia de ley y lo 
vamos a seguir reclamando. 


Es sabido que ha habido por parte del Poder Ejecutivo, no solo una decisión inicial 
de establecer esta asistencia financiera por el lapso de dos años sino que más 
recientemente, bajo el mandato del licenciado Villarreal, se resolvió prorrogar esa 
asistencia por un año más. Dejo planteado también conocer las condiciones de esa 
prórroga porque sé que tiene una determinada cadencia o decadencia -digamos- en 
función de la misma asistencia. Reitero, creo que esta prórroga se dictó -y perdónenme si 
es un poco fuerte el término- al margen de la ley. Sé que no está en el ánimo del 
licenciado Villarreal quebrantar la ley, pero sería bueno que el Poder Ejecutivo asumiera 
esta realidad y nos mandara un proyecto de ley para poder analizarlo con la mejor buena 
voluntad, que es la que siempre hemos tenido desde su comienzo en el año 2014. 


SEÑOR VILLARREAL (Nelson).- Muchas gracias por recibirme. Pido disculpas por 
no haberlo hecho en el pasado mes de diciembre, cuando me convocaron, dado que era 
el mes de los derechos humanos y, justamente, me estaba haciendo cargo de la 
Secretaría. 


Creo que son altamente pertinentes estos intercambios entre el Poder Ejecutivo y 
el Poder Legislativo y me gustaría, en otro momento, venir a plantear la estrategia que 
tengo en la Secretaría de Derechos Humanos, pues es fundamental que los diputados la 
puedan visualizar. 


Quiero aclarar que quien está exponiendo soy yo; la licenciada Fernández 
concurre como asesora y, por tanto, las declaraciones me corresponden a mí 
exclusivamente. 


Creo que las distintas preguntas que hacía el diputado Abdala son altamente 
pertinentes y en este proceso de diálogo, en ese feedback que tenemos que hacer entre 
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todos en esta sociedad y en este país, lo que hay que mostrar son los temas esenciales y 
fundamentales. 


Yo veía en la carta que el señor diputado me mandó que todos debíamos poner el 
hombro; creo que sí. La idea es clarificar para que el Poder Legislativo, esta Comisión y 
la ciudadanía entiendan por qué el Ejecutivo ha actuado desde una determinada 
perspectiva. El diputado hacía mención a una familia que tomó la decisión de ocupar. Voy 
a señalar detalladamente la estrategia adoptada que hace, no solo a la resolución de un 
tema puntual sino a la construcción de una política que está en proceso. Desde la 
perspectiva de la valoración de errores -todos sabemos que se aprende con el ensayo- 
error-, creo que hay que tomar en cuenta que la decisión del gobierno anterior estuvo 
basada en la solidaridad. No podemos descontextualizar lo que existe a nivel global hoy, 
lo que implica geopolíticamente una guerra que está destrozando un país, como es el 
caso de Siria, que está expulsando a millones de personas. En esa lógica, la solidaridad 
reclamada por distintas personas -inclusive el Papa Francisco- en América Latina priorizó 
tomar en cuenta la recepción de las familias sirias. Creo que debemos visualizar el 
proceso de errores que se dieron; los estamos comenzando a sistematizar para que no 
se vuelvan a cometer ante una política de refugiados en otras instancias, porque 
sabemos que en un mundo de fuerte desplazamiento poblacional inevitablemente va a 
llegar más gente a nuestro país. 


Quisiera hacer una primera distinción. Las cinco familias sirias son de la categoría 
de reasentados; son refugiados en el Líbano y reasentados en Uruguay. Esto implica que, 
por la condición de mayor particularidad -hay quinientos refugiados en Uruguay-, el 
tratamiento específico no sea el mismo. Reitero que la categoría de la condición en la que 
ellos están es de reasentados. Uruguay tomó la iniciativa de traer a estas familias 
refugiadas en el Líbano y atenderlas para poder darles posibilidades en nuestro país. 


Cuando asumimos en el mes de setiembre vimos que durante los dos primeros 
años se habían logrado los procesos de inserción macro, es decir que las cinco familias 
habían adquirido, sobre todo los niños y adolescentes, el acceso al idioma, la capacidad 
de vincularse con el sistema educativo y de salud, pero los procesos de inserción laboral 
habían sido dificultosos en razón, no solo de las experiencias previas de estas personas, 
sino de su vinculación. Por tanto, la decisión de estirar un poco más ese proceso, 
culminado los dos años -que era el acuerdo con estas familias-, estaba basado 
fundamentalmente en cerrar ese ciclo, porque todos sabemos que si quedaba a mitad de 
camino era peor para esas personas y para nuestro país. 


En esa perspectiva se consideró la pertinencia de estirarlo un año más a los 
efectos de dar conclusión a los grandes ejes del programa, que permitan que estas cinco 
familias reasentadas se puedan ubicar en el país. Es en esa perspectiva que se recrea el 
programa sobre la base de lo existente, pero no con mayor cantidad de fondos. El 
proceso de dos años no insumió todo lo que tenía previsto, por tanto lo que se ha 
utilizado para el año de prórroga no suma mayor cantidad de recursos, sino que hubo una 
optimización, una sistematización. En esta etapa se ha buscado que sea decreciente a 
los efectos de ir ampliando la autonomización de las personas y grupos familiares, para 
que se valgan de las oportunidades, redes y posibilidades que el país tiene, al igual que 
todos los habitantes vulnerables que tenemos. Es importante destacar que la distinción o 
focalización que se ha hecho no está fuera de la atención general que el país tiene. La 
particularidad de los dos años corresponde a un programa específico focalizado y la 
extensión de un año se hizo para que ello se concrete. 


En esa perspectiva, una de las familias toma la iniciativa de protestar en la Plaza 
Independencia durante veintitrés días. Las razones por las cuales yo, como secretario de 
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Derechos Humanos, con el apoyo del presidente de la República, y en acuerdo con los 
ministros que tienen que ver con el Consejo, decidimos que no se implementara la ley de 
faltas tiene que ver con una estrategia de política pública en la que hay que valorar el mal 
menor y el mal mayor. Yo soy filósofo y cientista político y entiendo a los juristas y no 
queremos violentar la ley, pero también soy docente en la Facultad de Derecho de la 
Universidad de la República y sé que la ley se interpreta. Por la interpretación que 
hacíamos de la ley entendíamos que el proceso que se estaba viviendo implicaba que 
había que fortalecer el diálogo y la negociación, porque el diagnóstico que habíamos 
hecho indicaba que el grupo familiar fuerte que estaba planteando quedarse en la plaza 
-porque se quería ir del país- estaba altamente quebrado, dividido. El padre de familia 
quería irse porque no veía la posibilidad de insertarse, mientras que los jóvenes y 
adolescentes estaban planteando que si existían las condiciones para poder insertarse 
ellos se quedaban en el país. En esa perspectiva trabajamos en el diálogo y la 
negociación para evacuar todas las dudas que tenían. La primera era si podían irse a otro 
país. Se había afirmado que ellos podían irse del país si otro país les daba una visa. Sin 
embargo, la no comprensión por el lenguaje y otras cosas los hacía creer que se podían ir 
automáticamente del país, y no era así. Convocamos a Acnur para que se lo plantearan 
porque ellos no lo lograban entenderlo. Luego de aceptar ese acuerdo recorrieron 
algunas embajadas, las que les dijeron que sus países no les iban a dar la visa. Así 
fuimos evacuando las distintas dudas que tenían. 


Otra duda tenía que ver con el acompañamiento que se estaba haciendo para 
vincularse con trabajos. Para ello dinamizamos las redes sociales. El diputado Lema 
hablaba de fortalecer el voluntariado social para la inclusión, lo que nos parece altamente 
pertinente. En esa lógica, en esos veintitrés días dinamizamos un espacio de voluntarios, 
que son académicos, profesionales de distintos lugares corrientes y de pluralidad política 
y religiosa que están dispuestos a dar una mano para que esas personas se inserten. El 
diseño de la política pública de un programa para insertarlos ha sido llevado adelante con 
dificultades, errores y aprendizajes. Por ejemplo, hubo que obligarlos a que aprendieran 
el idioma, que asumieran determinadas pautas. El aprendizaje demuestra que eso no 
tiene que quedar librado solo al diálogo, sino que tiene que estar establecido. Nos hemos 
dado cuenta de que la ausencia absoluta de vínculos sociales hace que esas personas se 
sientan aisladas. Entonces, no podemos poner en la misma condición a los vulnerables 
de Uruguay que tienen redes sociales, que a estas familias que no tienen vínculos. 
Queda claro que ampliar la intervención de la política pública respecto a hacerse cargo de 
los reasentados requería que la sociedad también se movilizara o complementara ese 
relacionamiento. Parte de esto permitió algunos logros. Se convocó a la Cámara de la 
Construcción del Uruguay y al sindicato del Sunca para ver qué posibilidades existían 
para insertarlos. Esto permitió que una familia que estuvo transitoriamente en la plaza 
pudiera conseguir un puesto de trabajo. Esta red de sociedad civil está trabajando hoy 
para visualizar distintas empresas y organizaciones que les pueden dar oportunidades. 
Las políticas públicas pueden realimentar esta idea de que el Estado es el único que se 
tiene que hacer cargo de esas familias, pero las familias tienen que entender que deben 
vincularse con la sociedad y ser acompañadas. 


Hubiera sido trágico no solo para la familia, sino para el país, no haber resuelto en 
forma negociada, dialogada, el retiro de la plaza. Quiero aclarar -tal vez vieron los 
comunicados de prensa- que desde el comienzo les dijimos: hasta aquí hemos llegado 
con los recursos. Ellos no se fueron porque les prometimos más recursos. Se fueron 
sobre la base de la confianza, de que la política pública y el país -es muy importante que 
se visualice y, como decía el diputado Abdala, todos nos ponemos sobre el hombro esta 
causa; no solo es un problema de Gobierno y oposición, de Parlamento y Poder 
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Ejecutivo-, apunta a integrar a estas personas. En esa lógica es que básicamente hemos 
llevado adelante el proceso de resolución. 


Respecto a los desafíos que vemos que están dados para que estas familias 
continúen en el proceso de integración a la sociedad, debemos decir lo siguiente. Se ha 
mantenido la apoyatura de vivienda que, de alguna manera, les permite la estabilidad. 
Pensemos que son núcleos familiares muy grandes y que, desde esa perspectiva, hay 
que crear nuevas estrategias para que la posibilidad de que se sustente no esté ligada al 
núcleo cerrado sino al núcleo abierto. En este sentido, logramos que la familia que estaba 
en Salto -y que volvió a ese departamento- entendiera que el padre, la madre y los hijos 
menores se fueran nuevamente para la chacra que se les proporcionó a través del 
Instituto Nacional de Colonización, pero que los jóvenes quedaran en Montevideo y 
pudieran encontrar trabajo, y hoy están en ese proceso de encuentro de posibilidades 
laborales. 


Por otro lado, hay que entender que vienen de una sociedad en la cual las mujeres 
son altamente dependientes de una estructura familiar que no les permite autonomizarse. 
Y una de las cosas de logramos es que las mujeres jóvenes, que se identifican 
rápidamente con la autonomía que tiene hoy la mujer en el Uruguay, pudieran tener el 
apoyo del núcleo familiar para autonomizarse sin una ruptura, sobre la base de que su 
autonomía las va a favorecer no solo a ellas sino también al núcleo familiar al que 
pertenecen. 


Para este año de prórroga se han diseñado microemprendimientos a los efectos de 
poder apoyar a cada una de las familias, junto al tema de las redes sociales -que las 
hemos potenciado fuertemente-, al de la vivienda, al de la inclusión laboral. Es decir, se 
les va a dar un monto de US$ 3.000 a cada familia, trabajando con ellos iniciativas de 
microemprendimientos que les faciliten desarrollar alguna actividad que les pueda 
viabilizar su autonomía. 


Los recursos que se están utilizando para estos microemprendimientos -como 
decía anteriormente- están ligados a la buena administración de estos dos años, lo que 
permitió un ahorro con lo que se generó estos recursos que se están reinvirtiendo en esto 
de fortalecer a las familias. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- No se olvide del tema de la ley, es decir, el de la 
autorización legal. 


SEÑOR VILLAREAL (Nelson).- La autorización legal es un tema a estudiar. 


Creo que, fundamentalmente, debemos tener claro que en las circunstancias en 
las que se ha dado esto, que es un aprendizaje para todos los niveles, habrá que 
visualizar si este tema es el de urgencia para poder seguir el proceso que se está dando. 
Tomo el desafío de estudiar el tema y visualizarlo junto con el Consejo Directivo de 
Derechos Humanos. 


Consideramos que el proceso que se ha dado en este período muestra que el 
ejercicio de una política pública coordinada, articulada, con un vínculo con la sociedad 
-que no quedó atrapada solamente en la gestión sino en lo que tiene como objetivo toda 
política pública: que los ciudadanos y los habitantes de un territorio puedan lograr 
contentar las posibilidades para desarrollarse-, busca, justamente, concretar lo que está 
en el diseño y origen del programa. 
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SEÑOR ABDALA (Pablo).- Agradezco mucho al licenciado Villarreal por la 
información. Voy extrayendo algunos datos y algunas pautas de lo que se ha expuesto y, 
por cierto, resulta ilustrativo y relevante. 


Haré un par de consideraciones y alguna repregunta para ver si podemos ir a 
datos un poquito más concretos en algún aspecto. 


Sobre la base -reitero, y esto quiero que quede claro, porque lo hemos dicho hasta 
el cansancio- de que no estamos en una posición de crítica o de oposición frontal al 
programa. Hemos tenido diferencias -repito- en su implementación que, inclusive, hasta 
llegamos a compartir con quienes estuvieron a cargo del programa en su origen. En su 
momento el doctor Miranda reconoció que, efectivamente, se cometieron errores, pero 
estos -lo acaba de decir el licenciado Villarreal- pertenecen al plano de lo que pasó, y lo 
que pasó, pasó. Además, particularmente en este tema, estamos en una situación en la 
que no hay marcha atrás posible, entre otras cosas, porque las familias se enfrentan al 
escollo de que si bien pueden salir del país, no hay otro país de acogida que los reciba. 
Por lo tanto, todos tenemos que poner el hombro -ese era el sentido de mis palabras, que 
no las dije hoy, pero ya las he dicho públicamente- a los efectos de ayudar a que esto se 
pueda encauzar de la manera más satisfactoria posible. Y para que sea así hay que 
basarse en lo que establece el ordenamiento jurídico uruguayo y en los criterios de 
razonabilidad que todas las cosas deben tener. 


Sobre el tema de la aplicación de la ley de faltas, preferiría no entrar en eso por la 
misma razón, ya que está resuelto, y me alegro. Además, reconozco al licenciado 
Villarreal una gran paciencia y una gran dedicación, porque todos seguimos muy 
detenidamente el proceso que se dio durante la Semana Santa, y un poco antes y un 
poco después, cuando estaba planteada esta situación en la Plaza Independencia. 


Sin perjuicio de ello, francamente no comparto el criterio de que, en función de 
aspectos que hagan a la política pública, las leyes se puedan cumplir a medias o, 
eventualmente, se pueda flexibilizar su cumplimiento. Las leyes se interpretan, pero no 
las interpreta la Administración; en todo caso, las interpreta el propio Poder Legislativo 
porque, si no, entraríamos en una lógica donde -no quiero traer frases polémicas a la 
consideración de la Comisión- lo político estaría siempre por encima de lo jurídico. Se 
supone que las leyes las hace el Poder Legislativo y los otros dos Poderes las aplican, 
cada uno en el ámbito de sus competencias. 


La ley de faltas tampoco implicaba el desalojo liso y llano por la fuerza pública y 
con violencia de estas familias. No; porque, además, la ley establece todo un 
procedimiento que, precisamente, apunta a la persuasión. Por lo tanto, en determinado 
momento planteamos eso pero, por suerte -reitero y, como dijo el licenciado Villarreal-, el 
problema se solucionó de una manera bastante más sencilla o, por lo menos, antes de lo 
que hubiera sido trágico: que esto se eternizara. Me parece que si esta situación se 
hubiese eternizado, hubiera sido una muy mala señal frente al resto de la sociedad, 
porque si se impone el concepto de que aquí se pueden ocupar espacios públicos a 
pesar de que la ley dice que no deben ocuparse -por una solución que promovió el señor 
ministro Bonomi-, inexorablemente es una forma -no digo de estimular que estas 
prácticas acontezcan- de que quien tenga la idea -en algún momento- de llevarlas a cabo, 
lo haga con otra laxitud y con otra flexibilidad. Reitero que me parece que ese tema ya 
quedó laudado y, por suerte, quedó resuelto. 


En cuanto a la regularización jurídica de todo esto y del programa, me alegro y le 
agradezco al licenciado Villarreal que -como él ha dicho- se lleve esa inquietud y que la 
analice el Poder Ejecutivo, la Presidencia de la República, que es el órgano jerarca de la 
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Secretaría de Derechos Humanos. Reitero que, desde nuestro punto de vista es 
absolutamente inexorable y vamos a seguir insistiendo en eso, porque tampoco alcanza 
con justificar esta circunstancia en cuanto a que esto se da en el ámbito de las políticas 
sociales que el país está impulsando, pues estas claramente tienen un sustento jurídico 
muy nítido. En cada oportunidad se aprobó una ley: para el plan de equidad, para el plan 
de emergencia, para el programa de Uruguay Crece Contigo, ya sean leyes especiales o 
en las normas del presupuesto, todo eso fue autorizado por el Parlamento, como 
corresponde. Nosotros votamos a favor, y creo que está muy bien. Y me parece que este 
particular asunto no debería ser la excepción, entre otras cosas, porque, si no, 
ingresamos en el terreno de la discriminación entre los refugiados y entre este grupo de 
refugiados y el resto de la población a la hora de recibir esta asistencia financiera. 


Hechas estas consideraciones, simplemente voy a reiterar un par de preguntas 
muy concretas con relación a la familia más numerosa y la más enfática en cuanto a sus 
reclamos. Me refiero a la familia que vino de Salto y que ocupó en la Plaza 
Independencia. Cuando se dice que los jóvenes están en proceso de obtener soluciones 
laborales, quisiera saber si esto se vincula con la gestión que se hizo con la Cámara de la 
Construcción y qué perspectivas tenemos de que, efectivamente, esto se pueda llegar a 
concretar, de que en poco tiempo puedan estar trabajando. 


Con relación a los microemprendimientos, creo que no es un tema nuevo; ya se 
había manejado la posibilidad. Inclusive, tengo entendido que, mucho antes de esta 
protesta, esta familia había recibido una propuesta en el sentido de otorgarle ese crédito 
no reembolsable para un proyecto vinculado con la actividad lechera y que, en su 
momento, lo habían rechazado. La pregunta es si, eventualmente, ahora han revisado 
esa posición y, por lo tanto, van a aceptar esa posibilidad y, si en tal caso, esta alternativa 
de financiamiento de emprendimientos productivos se le ha ofrecido también a las demás 
familias, porque me pareció entender eso. 


También sería bueno saber en qué están las otras familias. Supongo que la 
Secretaría y el programa tienen contacto con ellas. Tengo entendido que muchos de ellos 
están trabajando y lo están haciendo satisfactoriamente o pacíficamente. 


Otra pregunta tiene que ver con la asistencia financiera. En su momento, el doctor 
Miranda nos dijo claramente los montos que estaban recibiendo estas familias; me 
interesaría saberlo. En el pasado -no sé si sigue siendo así-, la asistencia financiera tenía 
un doble componente; por un lado, una asistencia fija, como si fuera un sueldo o el salario 
de un trabajador y, por otro, una partida a rendir cuentas, pero que permitía imputar a ella 
gastos muy variados: alimentación, medicamentos y hasta la vestimenta. No sé si esto se 
sigue haciendo así y cuáles son los montos que se están manejando, porque por lo que 
he visto públicamente, lo que se estableció es una suerte de cadencia descendente, 
precisamente, de los dineros que se trasladan a estos refugiados. 


La última pregunta es cómo son los plazos. ¿Cuándo está venciendo -presumo 
que en octubre o noviembre, pero no estoy seguro- esta prórroga de un año que se ha 
dispuesto? 


SEÑOR DE LOS SANTOS (Óscar).- Bienvenidos. 


El secretario de Derechos Humanos planteaba que en Uruguay hay unos 
quinientos refugiados. Después le voy a pedir al señor presidente si tiene a bien leer el 
interés de la convocatoria, porque me parece que es muy interesante y que corremos el 
riesgo de concentrarnos exclusivamente en uno de los casos. Hay otros que pueden ser 
paradigmáticos para construir una política pública o para destruirla. Digo, sin 
preconceptos, en función de cómo abordemos el debate. 
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Me parece que la información es absolutamente legítima y la precisamos, pero 
necesitamos comprender un proceso más complejo. Por lo menos en mi cabeza, quizás, 
por desconocer estos temas, a partir de las familias sirias, reconocí que en Uruguay 
existía el Estatuto del Refugiado, que se utilizaba comúnmente de forma tan reservada 
que aseguraba, entre otras cosas, derechos individuales que ese Estatuto de Refugiados 
da a los ciudadanos que se acogen a él en este país. El caso de esta familia, por estar 
ubicada en un escenario de debate público, se ha vuelto mucho más complejo que la 
situación de la propia familia. 


En ese sentido, es importante que la Comisión reciba la información planteada por 
el interés de la convocatoria. En el marco de ese intercambio de información, quiero 
preguntar cuál es la visión más amplia de la Secretaría de Derechos Humanos con 
respecto al tratamiento de la política de refugiados hacia adelante, porque el mundo 
camina, indefectiblemente, hacia un crecimiento, no de las familias sirias sino de miles de 
familias que van a utilizar este instituto. Quiero saber si esto puede ser tomado por la 
sociedad como una debilidad. ¿Cómo se debate desde el punto de vista de una política 
pública del Estado? Si la aplicación de esta legislación del Estatuto del Refugiado termina 
siendo juzgada exclusivamente por la versión pública de una familia, corremos el riesgo 
de que Uruguay no esté a la altura de las circunstancias, por lo menos, humanista, que 
debe tener y que ha caracterizado al país durante décadas, porque lo ha tenido a lo largo 
de gobiernos democráticos y de la historia, una rica historia que yo desconocía y lo digo 
con absoluta honestidad. 


A su vez, Uruguay tiene que prepararse porque las características del siglo XXI 
son distintas a las del anterior. El comportamiento social es diferente y el origen de la 
solicitud de refugio cambia, porque lo hacen las relaciones sociales y empiezan a 
incorporarse culturas que para nosotros eran bastante extrañas con respecto a lo que 
puede ser la de un italiano o un español. No obstante, este Uruguay recibió a gente de 
otros orígenes, aunque quizás no en ese carácter. Por eso, pienso que es una buena 
oportunidad para que el país conforme un acuerdo político en torno al tratamiento de este 
tema, porque es un desafío que tenemos por delante y porque creo que no nos podemos 
negar y cerrar las puertas. Sería una concepción extremadamente sectaria y chovinista. 


Más allá de que la preocupación del legislador me parece absolutamente legítima, 
me gustaría que la Secretaría describiera una estrategia más amplia frente a los desafíos 
planteados. ¿Cómo es la situación de esos quinientos refugiados y cuál es la perspectiva 
en términos de porcentajes? De ese modo, podremos calibrar la dimensión del problema 
y no quedarnos concentrados en la particularidad de una familia que ocupó una plaza 
pública y en la discusión de si se aplica o no la Ley de Faltas. Comparto que la ley está 
para ser aplicada, pero en este caso es muy difícil salvo por la fuerza y sin ninguna 
alternativa. Hay que tener en cuenta que se trata de personas que no tienen los mismos 
códigos culturales y si las saco de una plaza no sé adónde las coloco. ¿Las encierro en 
un lugar? ¿Cuál es la alternativa? Lo digo a modo de consulta, porque me imagino la 
intervención a través de la interpretación del Poder Judicial -como decía el señor 
legislador- y al Poder Ejecutivo operando coercitivamente para sacar a la familia de un 
lugar, sin saber qué hacer con ella. ¿La ponemos en un lugar cerrado y protegido? Me 
parece que el propio instituto del refugiado plantea algunas contradicciones o dificultades. 


Pensando lo que plantea el señor legislador, me parece importante que Uruguay 
discuta, inclusive, en términos presupuestales, no el caso de la familia siria en particular 
sino si vamos a tener una política en este tema. Ayer se hablaba de miles de familias de 
otro país que venían al Uruguay, aunque no en carácter de refugiadas. Me parece que 
hay que empezar a pensar que Uruguay va a recibir contingentes importantes y, quizás, 
haya que dedicar recursos presupuestales para construir políticas públicas. La 
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inmigración ha sido una extraordinaria oportunidad para que el país naciera, no solo 
como nación sino para que se fortaleciera y fuera capaz de construir, por ejemplo, ese 
edificio donde nos reunimos. Yo lo veo como una oportunidad, pero quiero saber cuál es 
la visión de la Secretaría de Derechos Humanos, porque no podemos negar la realidad 
que se viene. A su vez, debemos ir construyendo acuerdos que nos permitan evitar caer 
en casos particulares que pueden ser una muy mala experiencia, pero no representan lo 
sucedido con el resto de las familias. 


SEÑOR V IERA (Nicolás).- Les doy la bienvenida. 


Quiero hacer algunas consideraciones similares a las que hizo el señor diputado 
De los Santos. 


Antes que nada, me parecen muy oportunas las manifestaciones y las consultas 
del señor diputado Abdala. Si bien se refieren al caso puntual que hemos conversado 
infinitas veces con el anterior Secretario de Derechos Humanos, el doctor Miranda, 
siempre es necesario generar una puesta a punto de esta situación, porque ha 
trascendido públicamente. Además, el programa de reasentamiento tiene la particularidad 
de que las familias están insertas en un contexto social determinado y en todos los casos 
distintos. Yo vengo del departamento de Colonia y tuvimos en Juan Lacaze a la familia 
que hoy está en Salto. Tuvimos la oportunidad de convivir con ellos y ver de cerca, desde 
el territorio, cuál fue la función de la sociedad lacacina -solidaria, desde luego- en la 
búsqueda constante de fomentar la inserción de la familia, con toda la complejidad que 
ello acarreaba. En este sentido, me parece interesante la posibilidad de plantearnos 
algunas cuestiones puntuales sobre esa situación particular. 


No obstante ello, reivindico el trabajo que se ha hecho desde la Secretaría para 
poder salvar esta situación en particular de la familia instalada en la plaza Independencia. 
También comparto con el señor diputado De los Santos que necesariamente tenemos 
que encarar esta discusión no de manera aislada sino en un contexto global, que quizás 
hoy no podamos desarrollar, pero puede ser motivo de una nueva convocatoria. La 
política pública sobre migración en Uruguay, sobre reasentamiento de otros casos que 
puedan venir y sobre cómo trata el Estado uruguayo a las familias que acogió también 
forma parte de esta discusión. Aislar cada caso generaría una gran injusticia porque no 
estaríamos viendo el tema en su complejidad. Seguramente, tendremos que hablar del rol 
de la CORE, del comportamiento de Sedhu y de cómo articula la llegada de ciudadanos 
que vienen de distintos puntos del mundo. 


En cuanto a lo que manifestaba el señor diputado Abdala sobre dar un marco legal 
a esta situación, en principio, no me niego porque me parece que los formalismos de 
derecho son necesarios siempre y cuando no pasen por encima de los derechos 
humanos. No nos va a dar el tiempo hoy, pero creo que el tema amerita también pensar 
lo que decía el señor diputado De los Santos en el sentido de ver en términos de 
presupuesto cómo el Uruguay encara esto de ahora en adelante. Necesariamente todos 
tenemos que poner el granito de arena, el Parlamento y quienes en el rol ejecutivo 
realizan las tareas de generar los marcos adecuados para que esto ocurra. En eso 
estamos y tenemos que dar la discusión en algún momento. 


Quiero hacer dos preguntas concretas. La primera es qué se está haciendo en el 
sentido de lo que venía planteando; la segunda, cuál es el marco institucional de vínculos 
que tienen estas familias en el territorio. Particularmente, la familia siria en Salto, ¿se 
relaciona exclusivamente con la Secretaría de Derechos Humanos o también con el 
Instituto Nacional de Colonización, la Intendencia, etcétera? ¿Qué instituciones u 
organizaciones sociales se vinculan con ellos en el territorio, pensando en la inserción de 
que hablábamos? 
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SEÑOR SATDJIAN (José).- Me sumo a los saludos a la delegación y agradezco 
sus aportes en este tema tan preocupante para todos. El caso de los refugiados sirios ha 
sido una preocupación del Partido Nacional y lo hemos venido siguiendo desde su origen. 


Hay algunas cuestiones que me generan dudas y las quisiera plantear en la 
mañana de hoy. La primera tiene que ver con el aspecto legal que mencionaba el señor 
diputado Abdala. No me cerró mucho eso de valorar el mal mayor o el mal menor. ¿Qué 
diferencia hay entre un ciudadano que acampa en una plaza y se lo desaloja en 
aplicación de la Ley de Faltas y estos nuevos ciudadanos que tiene el país? ¿Por qué a 
unos se les aplica y a otros no? 


Como decía el señor diputado Abdala, eso no puede quedar sujeto a la 
interpretación de la Administración. La ley está para cumplirse y, en todo caso, si no se 
adapta a la realidad, habría que modificarla, pero no dejar de aplicarla para evitar un mal 
mayor, optando por el mal menor o porque no hay dónde alojarlos después. A los 
legisladores que propusieron el proyecto de ley no se les ocurrió prever qué pasa con las 
familias y las personas que son desalojadas una vez que están acampando. Quizás, 
habría que haberlo pensado cuando se propuso esta herramienta legislativa, para que no 
se llegue a la situación de no aplicarla para evitar la incertidumbre de adónde llevar a la 
gente. 


Me queda la idea de que a esta familia en el campamento le ganaron por 
cansancio y por eso retornaron a Salto. Quizás, surtió efecto no aplicar la ley o tenerla 
bajo la manga; no sé cómo fueron los diálogos. Estuvieron veintitrés días. ¿Qué hubiera 
pasado si hubieran estado cuarenta, cincuenta, sesenta días? ¿Se hubiera seguido 
aplicando el pensamiento del mal mayor y el mal menor? ¿Qué pasa si mañana vuelven a 
acampar a la plaza? Nada asegura que no vuelva a suceder con esta o con otras familias, 
no ya de refugiados sirios sino de cualquier otro uruguayo que quiera reclamar o insistir 
con sus planteos y deciden acampar en la plaza. ¿A ellos también se les va a aplicar el 
pensamiento del mal mayor y el mal menor o la Ley de Faltas, que fue iniciativa de la 
bancada de gobierno? Estas inquietudes nos surgieron de las explicaciones que se 
dieron en la mañana de hoy. 


Por otra parte, no tenemos dudas de que se ha hecho un buen trabajo en cuanto a 
la inserción de la gran mayoría de los refugiados sirios porque -como decía el señor 
diputado Abdala- no tenemos noticias o lo que sabemos es que están insertos, que están 
trabajando. En ese sentido, celebramos que estas personas se hayan insertado en 
nuestra sociedad. Como descendientes de inmigrantes, sabemos que la inserción en una 
sociedad no es fácil. Tiene que estar la disposición de la sociedad a recibir y del 
inmigrante a insertarse. Capaz que en este caso alguna parte no está siendo 
complementada como corresponde. 


Puntualmente, me llaman la atención algunas declaraciones de esta familia, por 
ejemplo, que aunque nuestro país esté en guerra, allá se vive mejor que en Uruguay; O 
que quieren volver a su país. Eso lo han manifestado en distintos medios y es una familia 
a la que Uruguay le ha puesto el hombro. Como recién se decía, estamos todos detrás de 
esta situación, porque se le ha brindado un aporte económico importante. Tengo 
entendido que fueron $105.000 por mes el primer año y fue descendiendo 
paulatinamente a $ 70.000, a $ 40.000. No sé cuál es la cifra actual ni cuánto dinero se le 
va a seguir proporcionando. Sin lugar a dudas, es una ayuda más que importante, que 
muchas familias uruguayas no están recibiendo. Acá se ha hecho un esfuerzo mayor y 
los resultados no son los que se pretendían, porque esta familia ha manifestado 
abiertamente que quiere abandonar el país, que no se siente a gusto acá. 
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Eso nos preocupa y coincidimos con los diputados que me antecedieron en el uso 
de la palabra, los señores diputados De los Santos y Viera, en cuanto a querer conocer si 
hay un plan más ambicioso, más amplio para esta familia y para toda la masa inmigratoria 
que pueda venir. En ese sentido, queremos conocer puntualmente qué planteos hay. Me 
quedo con la idea de que en este caso se intentó por las redes sociales, con diálogos, 
evitando la vía parlamentaria -como debería haber sido- lograr la extensión de la partida 
que se le está asignando. ¿Hay un plan más general que este de apelar a las redes 
sociales para insertar a una familia de inmigrantes? 


SEÑOR DE LOS SANTOS (Óscar).- No voy a hacer un juicio de valor sobre una 
precisión que hice pero creo que hay una mala interpretación. 


Considero que el procedimiento de no aplicar la ley de faltas fue el correcto. Vuelvo 
a insistir -y no estoy haciendo una lectura de otras intervenciones- en que mi 
preocupación era que se trataba de una familia en quinientas; no son quinientas personas 
las que están ocupando plazas. Además, en ningún momento pedí un lugar exclusivo 
para sacar a esas personas. Decíamos que la alternativa era negociar o aplicar la ley de 
faltas, y que en el único lugar que se podía cumplir era en un centro de reclusión. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Quiero hacer una breve aclaración. 


La ley de faltas establece procedimientos a los efectos de procesar la 
desocupación y dar a las personas desocupadas un destino digno. Hay que leer la ley. La 
ley establece claramente que en ese caso se procederá a trasladar -y fue una propuesta 
del señor Ministro Bonomi- a las personas desocupadas a refugios del Ministerio de 
Desarrollo Social. Sin embargo, en este caso ese aspecto no se aplicaría, porque la 
asistencia que estas familias han recibido implica el aseguramiento de la vivienda. Esta 
familia tenía una chacra, adjudicada por el Estado uruguayo, en el departamento de 
Salto, o sea que ese problema no se plantearía. 


Me parecía necesario hacer esa acotación, sin perjuicio de que el licenciado 
Villarreal la confirmara. 


SEÑOR VILLARREAL (Nelson).- Yo apelaría a no mirar los apellidos de cada uno 
de los que estamos aquí; la mayoría somos hijos de inmigrantes. Por lo tanto, creo que 
Uruguay tiene que ver esta situación como una oportunidad y no como un problema. Lo 
he dicho en distintos lugares; somos un país con poca población, somos un país que 
requiere el desafío de cómo integrarse. Por tanto, desde esa mirada es importante la 
perspectiva de política estratégica. Quizá sea un tema de filosofía del derecho. La ley 
está para garantizar la libertad, la igualdad y la convivencia; no solo está para ser 
aplicada. 


La aplicación de la ley tiene que ver con que se pueda garantizar la libertad, la 
igualdad y la convivencia. Desde esa perspectiva, dialogamos con los ministros el tema 
de la ley de faltas. Quizás tendríamos que haberla aplicado directamente -como lo 
plantean los diputados y uno puede entender- pero quiero que quede claro que, desde un 
primer momento, el escenario podría haber sido lo directo; el otro era el proceso. 


La ley me permite ver el proceso para garantizar libertad, igualdad y convivencia. 
No es que hayamos obviado la ley de faltas; no es que dijéramos que no la vamos a 
aplicar. Ahí está mi conceptualización de por qué era un mal menor decir que no la aplico 
directamente sino que voy a ver el proceso que estoy dando y voy a ponerme un conjunto 
de plazos. Me los puse y ese conjunto de plazos se lograron. 


Por tanto, no hay posibilidad de garantizar libertad, igualdad y convivencia, sin la 
ley. Acá no hay una doble interpretación respecto a que la ley garantiza la libertad, la 
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igualdad y la convivencia. Sabemos que esto es un proceso. Recién cuando venía en el 
auto veía por ahí gente que está ocupando desde hace meses. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Creo que tenemos que solucionarlo rápidamente. El 
licenciado Villarreal no estaba obligado a explicar la ley de faltas. En todo caso, la ley de 
faltas, obligaba al Ministerio del Interior a explicarla. 


(Diálogos) 


———Los conceptos de la filosofía del derecho los comprendo, los comparto y por 
supuesto que son apasionantes, pero vivimos en un régimen positivista, donde el sentido 
literal sobre lo que establecen las normas es lo que rige su interpretación. 


No vale la pena empantanarse en este aspecto. Sería más provechoso saber qué 
pasó con las familias, qué está pasando, si van a conseguir trabajo, si las perspectivas 
son favorables, cuánto están recibiendo por concepto de asistencia financiera. Repito: es 
la información que procuramos obtener en esta convocatoria. 


SEÑOR VILLARREAL (Nelson).- Solucionado el tema y aclarado conceptualmente 
desde dónde actuamos, voy a explicar la estrategia del diseño de una política antes de ir 
a los datos concretos. A la vez que actuamos para que esta familia saliera de la plaza, 
estuvimos trabajando en algo que veníamos consolidando. 


Por un lado, existe el tema de los inmigrantes, de los refugiados y de estas familias 
reasentadas. No es competencia de la Secretaría de Derechos Humanos la ejecución de 
estos temas, que están en la CORE -tiene que quedar claro-, Ministerio de Relaciones 
Exteriores, Ministerio del Interior; se hablaba del tema SEDU, de Acnur. Existe un 
organismo propio y ese organismo es el que estamos fortaleciendo. Estamos 
aprovechando el proceso de evaluación, que estamos llevando adelante con las familias 
reasentadas sirias, para comprender cuales son los protocolos y los mecanismos 
necesarios para que en el diseño de una política de refugiados podamos trabajar mejor. 


La CORE requiere generar una ventanilla única. Es decir, todos los servicios que 
se puedan dar desde el Estado para que aquellos que son reconocidos como refugiados 
puedan tener las mismas condiciones. Se necesitan protocolos para que el país asegure 
a todos los habitantes salud y educación. Lo que se garantiza para cualquier habitante, lo 
van a tener los refugiados en una ventanilla única que articule servicios. 


Además, no solo hay que exhortar al refugiado a que aprenda el idioma sino que 
se lo debe obligar, como ocurre en otros países, ya que esto le facilita su inserción en la 
sociedad. 


Luego viene todo el tema de cómo se visualiza la política de inmigrantes. No voy a 
entrar en eso porque hace a otros organismos. Sí desde la Secretaría de Derechos 
Humanos, donde garantizamos los derechos humanos de todos los habitantes, sean 
ciudadanos o no, deben existir mecanismos para cada caso. 


Reitero, no es lo mismo la situación de las cinco familias reasentadas, de los 
quinientos refugiados -a los cuales se les ha dado esa condición porque vienen de 
situaciones de catástrofes, de persecución política, etcétera-, que la de los casi cuatro mil 
que vienen de otros países y a quienes encontramos cuando andamos en las ferias. 
Mientras las familias ocupaban la Plaza Independencia, con Educación Primaria logramos 
que los niños concurrieran a la Escuela Chile. Y cuando fuimos a la escuela la directora 
nos planteó que el 20% de los niños que van allí pertenecen a distintos países. Esa es 
una gran riqueza como país, como sociedad que está, de alguna manera, integrando a 
otras personas. Pero, bueno, creer que todo funciona de manera fácil, no es posible. 


A 


Creo que sería necesario convocar a la CORE, a la Secretaría y a varios 
organismos más que trabajamos conjuntamente con el Mides, con el Ministerio del 
Interior y con el Ministerio de Relaciones Exteriores, para que en este proceso de 
transición exista el programa de reasentados que, a partir del mes próximo, va a ser 
ejecutado por la CORE. La Secretaría de Derechos Humanos se ha hecho cargo durante 
estos dos años y medio y ahora vamos a tener un rol más de monitoreo y seguimiento 
para que se concrete la ejecución del Programa y los protocolos que permitan 
posicionarnos como país con una política pública respecto al tema de los refugiados. 


Concretamente, voy a detallar la situación de las cinco familias respecto a lo 
laboral. Hay tres familias en Montevideo, una familia en Piriápolis y esta familia, de la que 
hemos hablado más, que está en Salto. 


Una de las familias tiene una jefa de hogar que está trabajando y la hija, que 
padece una enfermedad complicada, también ha ingresado al mercado laboral. Esa 
familia, que era una de las que ocupaba la Plaza Independencia, está en un proceso de 
inserción laboral. 


Luego tenemos una segunda familia que está en Montevideo y tiene a dos hijos 
mayores trabajando. Tenemos el desafío de un padre de familia que tiene mayores 
dificultades para el idioma. 


Respondiendo al señor diputado Satdjian debo decir que no se trata solo de 
apuntar a las redes sociales; es la complementariedad entre la política pública y la 
sociedad, para lograr la inserción. Entonces, abrir las redes sociales hace que se 
focalicen los derechos de esas personas, independientemente de lo que piense el 
Gobierno o la oposición sobre si está bien o está mal. Debemos lograr centrarnos en los 
derechos de las personas; debemos garantizar los derechos humanos. Y nos 
encontramos con que, en ese abrirnos, hay gente de distintos partidos políticos, de 
distintas organizaciones sociales, empresariales, religiosas que dicen: "Tengo una 
oportunidad". Entonces, lo que la política pública hace es fortalecer el proceso social. En 
el caso de esta familia, donde hay dos hijos trabajando -se trata de familias numerosas; 
hay una con trece hijos y requiere una inserción laboral- una de las cosas que más valió 
para que saliera, más allá del cansancio, fue el reconocimiento de todo el proceso, pero 
esta vez hicimos más hincapié en entender lo que implica para una familia 
descontextualizada de su cultura, con muchos hijos, ver un futuro inmediato que quizás, 
en el feedback no lo entendían culturalmente. Lo que se logró fue esto. 


Podemos sumar todas las cosas que se fueron dando, pero lo claro es que en este 
momento se produjo algo que logró la comunicación necesaria para hacer que aquel que 
viene -como los armenios en su momento- se ponga a trabajar. 


La tercera familia es la que está en Salto, en una chacra. Se trata de una familia 
que viene de un contexto cultural distinto, no conoce los procedimientos. Se le ofreció un 
microemprendimiento pero quizás la forma en que les fue planteado, como ser cumplir 
con determinados procedimientos, con leyes, con normas, hizo que no lo comprendieran 
de la misma manera. En Uruguay conocemos mucha gente, empresarios o trabajadores, 
que trabajan sin cumplir las normas, pero no son tan observados como el caso de esta 
familia. Reitero, si esta familia quería llevar algo adelante, debía cumplir determinadas 
normas, y entender, incorporar y proyectar esas normas ha sido lo más difícil. 


La apoyatura de redes que han tenido para la inserción laboral están ligadas a 
Inefop, a Inmujeres, a maestras alfabetizadoras, a Salto Emprende, a asociaciones de 
empresarios, al Ministerio del Interior; la política pública ha puesto articuladamente este 
proceso. Quiero decir que estos veintitrés días han sido una experiencia muy rica. Fue 
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una ganancia para la articulación interna de la política pública; fue una ganancia para 
comprender cómo teníamos que abrir el programa para que no quedara solo 
autorreferenciado en la intervención de la política pública sino también en la sociedad. 
Los procesos de emancipación de esas mujeres jóvenes que se identifican con esta 
sociedad podían implicar que se desprendieran de su núcleo familiar, más rígido, más 
vertical, al cual debemos tener cuidado de no juzgar. Tenemos que tratar de que esos 
varones, machistas y patriarcales, que tienen dificultad de entender la autonomía de las 
mujeres, también logren insertarse. La estrategia de la Secretaría de Derechos Humanos 
ha sido fortalecer y apoyar a estas mujeres jóvenes y también reinsertar a esos varones, 
lo que no ha sido fácil en algunos aspectos. 


La tercera familia vuelve a la chacra y nosotros vamos a fortalecerla con los 
recursos de apoyatura que ya estaban pensados. Uno de los técnicos tiene que tener 
conocimiento mayor respecto a la vinculación de la tierra. Yo soy un intelectual, no sé 
cómo se planta. La Secretaría de Derechos Humanos busca articular los distintos actores 
de la política pública, la sociedad; el fortalecimiento pasa por ahí para que puedan 
desarrollar el emprendimiento, es decir, saber cómo tienen que manejar una pastura. Con 
los recursos existentes logramos dar la continentación necesaria. Ponerse en el lugar del 
otro no solo es parte del humanismo del que hablaba De los Santos y del reconocimiento 
que hacemos de los inmigrantes, como decía Satdjian, sino que es construir el 
fortalecimiento de la sustentabilidad. La gran preocupación que está habiendo de los 
diputados que están planteando este tema es qué sustentabilidad tiene este sistema. Por 
tanto, la sustentabilidad pasa por crear y fortalecer el tejido social que estas familias no 
tenían. Es como si nos pusieran a nosotros en medio de la India o China. Las 
valoraciones de igualdad de oportunidades, de la discriminación que se puede producir 
con otros actores hay que analizarlas en ese contexto, pero no eternizarlas. Hay que 
lograr ese proceso de inclusión. 


Logramos que se quedaran en Montevideo los tres jóvenes de la familia que tiene 
la chacra -dos mujeres y un varón-, ya que algunas familias les facilitaron esa posibilidad 
y se hicieron puentes para lo laboral. Un grupo de la sociedad civil, de cuatro o cinco 
profesionales que se acercaron, les está enseñando a hacer un currículum e ir a una 
entrevista a una empresa, algo que es normal para nosotros. Reitero que se presentaron 
personas de todos los estratos sociales, fruto de la voluntad personal por dar una mano. 


Se ha trabajo fuertemente desde el Inefop en el fortalecimiento de la educación 
para el trabajo y la capacitación. 


De la cuarta familia que está en Piriápolis trabaja el jefe de familia. 


En medio de todo, durante semana santa, de turismo o de la bicicleta -como le 
queramos llamar-, la esposa del jefe de familia se tenía que hacer una cesárea en 
Montevideo. Tuvo un bebé que permaneció un tiempo en incubadora y su familia no tenía 
dónde quedarse, por lo que armaron una carpa, pero no para apoyar la ocupación, sino 
para alojarse con sus hijos. Hablamos con el Cardenal Sturla, con la Cámara de la 
Construcción del Uruguay, con el sindicato del Sunca y apareció una maestra vinculada a 
los salesianos que nos dio una mano, y con recursos existentes pagamos un hotel en el 
que se pudo quedar ese padre con sus cinco hijos. Después vino a mostrarnos el niño 
que había nacido. Ya nacieron tres niños en Uruguay, este último con nombre castellano. 


Esto hay que visualizarlo sin bajar la perspectiva de los errores, las dificultades y 
las leyes. Sería importante que visualizáramos esto como oportunidad para el país. 


En cuanto a la quinta familia, el jefe está trabajando y la esposa está buscando 
trabajo. 
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Luego voy a agregar más información a la versión taquigráfica, porque pueden 
quedar pendientes algunos datos. 


Respecto a la asistencia financiera, queda claro que en el primer año se estableció 
un monto de $ 105.000 como máximo. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- ¿Esa última familia a la que se refería está en 
Montevideo? 


SEÑOR VILLARREAL (Nelson).- Sí y el varón trabaja en una sociedad médica. 
Los jóvenes que se quedaron de la familia de Salto se están incorporando a UTU. 


Volviendo a los montos, han sido planificados en degradé para apoyar los 
procesos de autonomización. La lectura que hago respecto a lo que estamos viviendo con 
estas familias es que se trata de una oportunidad para pensar los protocolos para una 
ventanilla única que logre fortalecer una política estratégica, porque está dando insumos. 
Lo primero que hay que garantizar son los derechos de esas personas y de todos los 
uruguayos; igualdad de condiciones para la convivencia. Es lo que tratamos de manejar 
en el proceso. 


Los montos bajaron en el segundo año y en el tercer año van en degradé. Los 
primeros seis meses ascienden a $ 35.000, bajando proporcionalmente mes a mes hasta 
octubre o noviembre de este año. Luego, durante seis meses se otorgan $ 10.000 fijos 
mensuales. Reitero el concepto de mal menor en moral y filosofía política que para mí es 
clave porque con ello nos estamos garantizando la posibilidad de que, con esos 
complementos y con todo lo que se está desarrollando, estas familias se incorporen. 


¿Cómo esto se normativiza? Entiendo al diputado Abdala. Es todo un desafío; a 
pesar de que en algún momento no fuimos explícitos, a nuestro entender no nos 
apartamos de la ley. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Con respecto a la asistencia mensual, originariamente 
se determinaba de acuerdo con la composición del núcleo familiar. Recién se habló de un 
monto de $ 35.000; ¿es un promedio u ahora se otorga el mismo monto a todas las 
familias? 


Por otra parte, quisiera saber sobre lo que antes se llamaba un fondo rotatorio, que 
implicaba rendir cuentas. ¿Eso no existe más? 


SEÑOR VILLARREAL (Nelson).- No; fue durante el primer año. 


Las familias más grandes tienen destinado un monto de $ 35.000, que está 
bajando, y las más chicas, de $ 18.000, también bajando. La que tiene mayor cantidad de 
hijos tiene trece, y la que tiene menos, cinco. El monto no es lo que resuelve las 
posibilidades de esas familias. Tenemos el caso de una familia que tiene una chica de 
diecinueve años con cáncer, que está siendo tratada. Por ese motivo, los montos de esa 
familia se mantienen hasta octubre y no van en degradé, ya que hicimos un abordaje 
diferencial. 


En cuanto a los microemprendimientos, se está trabajando con cada una de las 
familias; en algunos casos está adelantado lo que se puede realizar. Es importante 
visualizar que las idas y vueltas lógicas que se producen las vamos acotando sobre la 
base de la normativización, que incorpora mecanismos para que las familias entiendan 
que lo que se les propone debe ser tomado. Los días de ocupación en la Plaza 
Independencia facilitaron clarificar que no hay un espectro amplio, sino un programa que 
tiene acordadas determinadas propuestas que deben ser tomadas por estas familias. 
Podemos aceptar cómo esto se comprende, se maneja y qué apoyatura de distintos 
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organismos públicos o de la sociedad pueden tener, pero no está librado a replantear 
constantemente los procesos de propuesta que se les está haciendo. Esto lo quiero 
aclarar, porque hemos ganado en comunicación, en normativización, en insumos para el 
desempeño de una política pública del tema. 


Espero haber respondido todas las preguntas. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Nos ha dado la información que estábamos procurando 
y que actualiza la que ya teníamos de las anteriores instancias que mantuvimos con el 
doctor Miranda, quien lo precedió en el cargo. 


Quiero hacer una consulta final que tiene que ver con el costo, pero no porque sea 
una cuestión que prevalezca en este análisis. Yo me afilio -lo dije desde el principio- a los 
criterios que tienen que ver con el componente humanitario y al desarrollo de una política 
que no es nueva en Uruguay, como decía De los Santos. Habla de la más rica tradición 
de este país y la tenemos que prolongar. Cuando se aprobó la última versión de la ley de 
refugios en 2007 trabajé mucho en el ámbito de esta comisión con relación a un proyecto 
que recogió unanimidades, un consenso muy amplio. Mi insistencia en cuanto a que a 
esto le demos previsión legal no tiene que ver con un tema presupuestal, aunque 
jurídicamente hay un fundamento jurídico en cuanto a que la autorización de un gasto 
corresponde que la haga el Parlamento, pero no es lo que más me preocupa. Me 
preocupa la autorización legal también en la perspectiva de los derechos, de establecer 
claramente cuándo se determinan diferenciaciones -que por definición no es una mala 
palabra- para atender eventualmente situaciones que desde el punto de vista del interés 
general justifican que por determinado lapso se haga una discriminación de estas 
características. Eso lo tiene que discernir la ley. Por eso hemos insistido tanto en que 
esto se proyecte desde el punto de vista normativo, de una solución legislativa. Me alegro 
de que por lo menos el señor director haya sido receptivo en cuanto a este planteo y que 
se lo lleve para estudiarlo y trasladarlo al ámbito del Poder Ejecutivo. 


Sin perjuicio de ello, ya que hablamos de números, quisiera saber cuál fue el costo, 
porque la cifra del programa de reasentamiento se nos proporcionó en determinado 
momento para los dos años. Nos acaba de decir que la prórroga y los costos que se 
están asumiendo se imputan al mismo rubro original; por lo tanto, estaríamos hablando 
de la misma previsión que hizo el Ministerio de Economía y Finanzas en aquel momento. 
Dicho sea de paso, recordemos que el segundo contingente que iba a venir quedó sin 
efecto, entre otras cosas, por razones presupuestales en su debido momento, y después 
por una decisión del Poder Ejecutivo vinculada a las dificultades de inserción -fue dicho 
en el ámbito de esta Comisión- de este primer grupo de cinco familias. Pero la pregunta 
concreta refiere a cuál es el costo del programa de principio a fin, es decir, desde que se 
inició hasta lo que se ha prorrogado, hasta el mes de octubre, según se nos dijo recién. 


SEÑOR VILLARREAL (Nelson).- El programa fue evaluado en US$ 2.300.000 y, a 
la fecha, estamos trabajando sobre ese monto, que podrá aumentar, probablemente, 
US$ 50.000 o US$ 60.000, pero no más de eso, porque todos los números están 
mostrando que se hicieron ahorros, ya sea porque no fueron tomadas algunas 
propuestas, porque la gestión lo permitió. Entonces, desde esa perspectiva, en cuestión 
de recursos, estamos dentro de lo planteado. 


Con respecto al segundo contingente, creo que tienen que ver los distintos factores 
que han jugado, pero quiero reiterar que el país, desde el Ejecutivo, no se cierra a los 
refugiados ni a los inmigrantes sino que los ve como una oportunidad. El desafío es la 
exigencia de estar preparados en todos los planos, y esta ha sido una oportunidad para 
ello. 


AR 


SEÑOR CIVILA LÓPEZ (Gonzalo).- Buenos días a todos y, en particular, al señor 
director de la Secretaría de Derechos Humanos, compañero licenciado Nelson Villarreal. 


Quiero saludar el trabajo que están desarrollando, el enfoque que ese trabajo 
presupone, y detenerme en algo que el licenciado Villarreal mencionaba recién y en otra 
de sus intervenciones, que es ver esta política como una oportunidad para el país. Me 
parece que, en general, cuando discutimos este tema, lo hacemos desde otras miradas, 
desde otros enfoques, pero es importante que quienes tenemos que tomar decisiones 
políticas en distintos ámbitos, pensemos esta política como una oportunidad para 
Uruguay, en un contexto en el cual, en el mundo y también en nuestra América Latina, 
florecen algunas concepciones con respecto al tratamiento de lo diferente, de lo diverso, 
de los migrantes, de los que a veces padecen sufrimiento extremo por situaciones de 
exclusión, de persecución o de no encontrar un lugar en su propia tierra, que son 
absolutamente opuestas a estas que se están formulando aquí. 


Acá se ha planteado -eso es lo que quería saludar- una visión, un enfoque de 
política pública que tiene que ver con una concepción filosófica -nosotros somos del 
mismo palo con Nelson y por eso también me sentí un poco motivado a intervenir- que es 
muy importante para el país. Como bien decían algunos legisladores, esto no es algo 
nuevo. Uruguay tiene una tradición de apertura y de integración muy importante -esto 
también es bueno decirlo-, pero estamos como en un segundo momento de discusión de 
un enfoque de integración, que es bien trascendente. 


A veces nos falta dar el paso -no solo en este tema sino en muchos otros- de la 
inclusión a la integración social, que es algo bastante más complejo, y de la integración a 
la igualdad, que es un paso sustantivo, porque hay distintas formas de integrar. Entiendo 
que dar el salto de la integración a la igualdad supone un abordaje más personalizado de 
algunas situaciones, lo que implica -como muy bien decía el licenciado Villarreal- ponerse 
en el lugar del otro. Esto tiene distintos nombres; algunos dicen empatía, otros, 
misericordia; en realidad, tiene que ver con la capacidad del ser humano, primero, de 
poner a la persona en el centro y, segundo, de ponerse en el lugar del otro. Pensar eso 
en una matriz de políticas públicas es una tarea bien compleja, que hace a un desafío 
humanista. 


Saludo que este trabajo se esté desarrollando desde esa mirada, porque más allá 
de la situación de los refugiados, de los migrantes, y de las distintas situaciones que 
están planteadas, representa una oportunidad para el país, para la sociedad uruguaya, de 
seguir madurando en una concepción de integración positiva, que tiene que ver con la 
libertad, con la diversidad, con una serie de valores que día tras día también estamos 
discutiendo en el Uruguay. Considero que en un mundo tan complejo y tan violento, 
donde la cultura de los muros a veces prevalece a la de los puentes, esta es una novedad 
muy positiva. 


SEÑOR VERRI (Walter).- Saludo a las autoridades que nos visitan. 


No pregunté nada porque -voy a ser muy sincero- no sé si a todos les pasa, pero 
seguramente no es un tema que podemos decir que dominemos. Sin embargo, hemos 
seguido todo este proceso -como todos los uruguayos- a través de los medios y de la 
información que nos llegaba al Parlamento como legisladores. Después de haber 
escuchado al director, tengo que decir claramente que respaldo lo que han hecho. Que 
estemos en partidos diferentes no me debe llevar a no decir las cosas cuando se hacen 
bien. 


Comparto esa tolerancia que se tuvo y que algunos pueden creer que fue 
excesiva, pero es parte de la construcción de esa política de inclusión para con estas 
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familias, porque lo primero que debemos tener es una mirada humanitaria, saber que no 
vienen del paraíso sino del infierno y que, seguramente, les va a costar mucho más 
adaptarse a nuestra tierra. Imaginemos que a algunos de nosotros nos lleven a Siria y 
que esté en la situación que estamos hoy nosotros, que no esté en guerra, que no esté 
destruida, que no tenga crisis humanitaria, y que nosotros seamos los que vayamos de 
esa situación. Por más que Siria sea un país fantástico, con esas condiciones, 
seguramente nos va a parecer que no es nuestro lugar en el mundo y nos va a costar 
muchísimo insertarnos, como les costó muchísimo a todos nuestros antecesores cuando 
llegaron a este país. Todos nosotros somos hijos de una política de apertura de Uruguay 
que comenzó cuando recién nos iniciábamos como país. Mi bisabuelo llegó a Uruguay en 
la segunda mitad de 1800. Después, con el Gobierno de Batlle y Ordóñez, se conformó la 
segunda ola de inmigrantes y muchas de esas colonias hace algunos años comenzaron a 
cumplir cien años. En mi departamento de Paysandú hay muchísimas y, además, están 
integradas por diferentes razas, por distintas nacionalidades, que aprendieron a convivir y 
a querer al Uruguay. Y si hoy, a muchos de esos ciudadanos -inclusive, los que han 
venido de otros lugares- les preguntan cómo se siente, dirán que se sienten más 
uruguayos que de su propia tierra o, en el peor de los casos, de las dos nacionalidades a 
la vez. 


Esa es la cultura que como país hemos tenido, y pienso que, en este caso de las 
familias sirias, lo actuado es parte de esa política que tenemos que seguir fomentando. 
¿Se pueden cometer errores? Por supuesto, porque esto también es un aprendizaje para 
ustedes, por más que tengamos leyes. Tener la sensibilidad de pensar si podemos aplicar 
la ley o tratar de seguir convenciendo para que cambien las situaciones y no tener que 
aplicar una ley a rajatabla, más allá de que pueda hacer ruido en el derecho, en este 
tema humanitario a veces hace a la esencia del mismo. 


Obviamente que a todos, como uruguayos, nos dolía cuando alguno salía en la 
televisión y decía que prefería volver a su país en guerra que vivir en Uruguay. Pero eso 
es parte de esa inserción que deben tener; es parte de esa desesperación de encontrarse 
perdidos en un lugar que no conocen. Todos hemos viajado; a veces nos ha ocurrido que, 
cuando nos suceden pequeñas cosas -no el drama que vive esta gente- en otro país, nos 
parece que no tenemos a nadie que nos ayude y no sabemos cómo resolver lo que nos 
pasa. Imaginemos a esta gente que se está dando cuenta que no solamente tiene que 
acostumbrarse sino que, seguramente, va a tener que vivir el resto de su vida aquí, y que 
sus hijos harán su vida en este país: si van a conseguir trabajo, si van a lograr insertarse, 
si van a formar una familia. 


Entonces, en ese contexto, lo actuado por la Secretaría de Derechos Humanos ha 
sido correcto, y tengo la honestidad intelectual y política de decirlo. Las explicaciones que 
ha dado el director han sido más que satisfactorias, y ojalá que tengamos más 
encuentros como este. Para mí, que soy un desconocedor de estos temas de migración y 
de inserción de familias extranjeras, ha sido muy enriquecedor. 


Muchas gracias. 


SEÑORA CONDE (María Luisa).- Quiero saludarlos y decir que si el señor diputado 
es desconocedor del tema, yo aún más. 


Tengo como una dualidad de sentimientos. Me gusta lo que están haciendo, 
porque una es del barrio... 


La exposición que han tenido las familias sirias no ha sido culpa del uruguayo. 
¿Por qué no hablamos de los otros quinientos refugiados, como dijo el diputado De los 
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Santos? Yo no sabía que había tantos. ¿Por qué no hablamos de ellos? ¿De quién fue la 
culpa de la exposición de los refugiados? 


Creo que hay que hacer un mea culpa por parte del Estado y del gobierno por esa 
exposición, por ser tapa de un montón de diarios, porque no ha sido culpa del uruguayo. 


Cuando dicen que se quieren ir del Uruguay, al barrio le duelen esas expresiones. 
A mí no me interesa salir del Uruguay; no quiero conocer nada; soy muy uruguaya, no me 
interesa, no me importa cómo viven en Europa, en Francia; me gusta Macron, pero no 
voy a ir. A nosotros, que somos tan uruguayos, tan de lo nuestro, esas cosas que dicen 
públicamente, nos duelen. 


Todo ese dinero que se ha invertido, está bárbaro. El dinero no es mío, yo lo 
reparto. Está todo bien, para que ellos estén bien, y mejor, pero también hay que ver la 
parte jurídica. Yo no entiendo nada de leyes, pero escucho mucho al diputado Pablo 
Abdala porque él sí sabe. Entonces, ¿siempre estamos poniendo el tema político sobre lo 
jurídico? No. Yo lo escucho a él y reitero lo que dice porque esa parte a mí me importa, 
porque uno está representando aquí a un montón de vecinos. Yo no soy María Luisa 
Conde solamente; soy representante y cuando vaya a hacerle la nota a Pablo Abdala, 
como se la voy a hacer ahora, después tengo que decirle a los vecinos que se habló de 
esto y de aquello. Pero como también soy muy humana, me gusta que esa gente se 
sienta bien y quiero darle lo mejor para que sea así, entendiendo toda esa filosofía de 
vida que tienen, que las mujeres no hablan, etcétera. Lo que se ha logrado con ellas 
también ha sido una maravilla, pero hay que responder por todas esas cosas, hay que 
responder a la gente, a los que nos han votado, a los que nos han puesto en estos 
lugares de decisión, y hay que responder por todos esos dineros, por esos sacrificios que 
se están haciendo, por leyes que se están interpretando. Digo esto porque hoy o mañana 
la gente igual nos va a juzgar. Por más que hayamos hecho algo humano y bueno, si uno 
se salió de la ley, se salió de la ley. Si yo estoy en Estados Unidos y me salgo de la ley, 
no lo veo a Trump perdonándome y diciéndome: "Usted no entendía la ley”. 


Quiero agradecerles porque, como dijo el compañero, somos completamente 
ignorantes del tema. No sabíamos que teníamos tantos refugiados. Quisiera saber por 
qué no se habla de los otros y cómo se los apoya. Creo que hay como un debe en todo lo 
demás. 


SEÑOR VIERA (Nicolás).- Inevitablemente necesito hacer una consideración luego 
de la intervención de la diputada Conde. Pensaba dirigir esta segunda y, quizás, última 
intervención hacia otro lugar. 


A mí también me preocupa la exposición pública de las familias. Si fuese una 
exposición para agregar un granito de arena en la ayuda de la inclusión verdadera de las 
familias, sería sensacional. Ahora bien, cuando la exposición pública se genera por 
factores externos, particularmente, por los grandes medios de comunicación, en algunos 
casos, movidos por intereses que no obedecen necesariamente al bien común de las 
familias, se entreveran los tantos y la respuesta a por qué hablamos de esas cinco 
familias y no de los restantes quinientos refugiados. 


También se plantea en el marco de la ley de medios, llamémosle -entre comillas- 
"del manejo de la información", porque se maneja información privada, lo que no sucede 
en otros casos, pero sí nos interesa meter el dedito en la llaga de esa situación, de esas 
familias, por intereses que no sé cuáles son. Porque el interés primario de haber traído a 
las familias sirias, planteado desde el expresidente Mujica, ha sido sesgado claramente 
por solidaridad, y eso no muchas veces se interpreta ni se pone en valor; me parece que 
siempre que hay oportunidad hay que resaltarlo. 
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Recién el diputado Verri hablaba de la gran historia que tiene Uruguay en cuanto a 
la instalación de diferentes colectivos del mundo del mundo en nuestro país. Como dije al 
principio, soy de Colonia y no en vano tiene ese nombre el departamento. Hace algunos 
días estábamos celebrando en Colonia Suiza -Nueva Helvecia- los ciento cincuenta y 
cinco años de su fundación. Antes, ya habíamos celebrado en la colonia piamontesa, y 
así sucesivamente. Sin duda alguna, tenemos trayectoria histórica como el caso de Batlle 
y Ordóñez con el asentamiento de las familias rusas y así podemos seguir. 


Yo creo que el espíritu que reina acá -al menos en los partidos que hoy estamos 
presentes- es de interés y también de reconocimiento de la responsabilidad con la que en 
esta Comisión se ha tratado el tema, desde el Frente Amplio y los partidos de oposición, 
en el entendido de que estamos dispuestos a encarar una política pública tendiente a 
maximizar los esfuerzos para seguir adelante con este tipo de situaciones mejorando, no 
criticando para empeorar sino para mejorar. Yo creo que, en la medida en que el Estado 
uruguayo y la sociedad entiendan que el desarraigo es el factor principal al que se tienen 
que enfrentar las familias que se están reinsertando en nuestra sociedad, vamos a tener 
un marco para ayudarlas y ayudarnos, para hacer un llamado a la sociedad en su 
conjunto en el sentido de que necesariamente también tenemos que dar de nosotros para 
que esas situaciones se generen en el mejor marco de convivencia posible. 


Finalizo dando mi total respaldo a las acciones llevadas adelante por la Secretaría 
de Derechos Humanos, con el interés de que se siga incrementando el vínculo que 
siempre ha tenido con el Parlamento. Nos parece sumamente importante. Siempre que 
se ha requerido en esta Comisión el trabajo de la Secretaría ha estado presente, sin 
guardar información, con ese ida y vuelta tan necesario. Esto lo reconocemos todos. Nos 
van a seguir encontrando este y otros temas. Agradezco la exposición que, sin lugar a 
dudas, ha sido muy esclarecedora. 


SEÑOR VILLARREAL (Nelson).- Agradezco las palabras del señor diputado Civila. 
Compartimos la filosofía y el espíritu, creo que al igual que todos los que están aquí. 
Somos un país de tradición humanista y esto es muy importante en la diversidad y la 
pluralidad política. 


Asimismo, las palabras del diputado Verri son importantes porque hay que mirar 
esto con la perspectiva de una política de Estado, de cómo se va construyendo. Yo 
conocí a la consultora Jimena Fernández en el Gobierno de Jorge Batlle. Ella llevaba 
adelante esto y yo estaba en la sociedad civil. Cuando Javier Miranda me dijo "Vas a 
tener un equipo y en el caso específico de los reasentados sirios está llevado adelante en 
la parte de consultoría por la licenciada Jimena Fernández", a mí me alegró porque esa 
es la perspectiva que construye. Y quiero ser claro desde la Secretaría de Derechos 
Humanos: nosotros tenemos una apertura absoluta a la acumulación que el país tiene 
que hacer. Tomo como desafío el planteo que me hace el doctor Abdala y aclaro a la 
diputada Conde que hemos actuado de manera consistente con la ley. Nosotros no nos 
hemos salido de la ley. La hemos implementado y, reitero: la ley es para garantizar 
libertad, igualdad y convivencia, no para generar situaciones que terminan siendo peores. 
La ley no es simplemente para reprimir. Es para construir procesos de consolidación en la 
comunidad social y en el país. 


Planteaba el señor diputado Viera un tema clave. ¿Por qué esta obsesión de 
focalizarse? Creo que acá coadyuvaron todas las cosas. Nadie es inocente de ese 
proceso, por muchas razones, pero, evidentemente, los medios generaron muchas veces 
una forma de exponer que no ayudó. En este período de los veintitrés días tuvimos como 
estrategia la práctica de dar informes a los medios de comunicación y no entrevistas. Esto 
fue valorado por los medios de comunicación, porque evitamos seguir exponiendo cada 
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vez más a las personas. Yo no manejo tanto el dato de las persona concretas porque 
creo que hay que guardar su privacidad, pasarlas al anonimato -en el buen sentido de la 
palabra-, permitirles que puedan hacer su vida no observadas por el Estado ni los medios 
de comunicación. Desde ahí es que podemos tomar distancia y discutir una política de 
refugiados, una política de inmigrantes, a lo cual la Secretaría va a aportar en el diseño, 
pero, reitero, el rol de la CORE, del Ministerio del Interior, es clave. 


Quiero agradecer a todos los diputados y las diputadas. Quedo a disposición para 
venir cuando se requiera. A veces, las circunstancias no lo permiten. Con el señor 
diputado Abdala nos cruzamos en varias instancias, estos días -salvo en la plaza 
Independencia; yo lo esperaba a tomar mate conmigo y los sirios, justamente, para 
convencerlos juntos- y yo le decía "Voy a ir". 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Quiero dejar constancia de algo que he dicho 
públicamente en relación con lo que pasó en la plaza Independencia. Deliberadamente 
resolví no ir. En algún momento se me planteó y algún representante de un medio de 
comunicación me dijo: "¿Usted no va a ir a hablar con ellos?". Yo dije que lo había 
considerado, pero había resuelto desistir de esa posibilidad porque creo que hubiera sido 
una muy mala señal, que hubiera entorpecido el trabajo de la Secretaría de Derechos 
Humanos. Ya que lo mencionó el Secretario, me vi en la necesidad de dejar esta 
constancia. 


SEÑOR VILLARREAL (Nelson).- Yo fui una vez y, después, les pedí a estas 
familias que fueran a la oficina, justamente, para evitar hacer de esto un hecho que no 
queríamos y llevarlo a la privacidad. De todos modos, acercarnos fue importante. 


Reitero que quedo a disposición de la Comisión. Si falta información la podemos 
agregar a la versión taquigráfica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los que no somos expertos ni entendemos mucho del tema 
hemos tenido una clase intensiva espectacular. Ha sido muy productivo el debate. Sin 
duda, a todos nos preocupa la construcción de esta política pública. Nada es perfecto 
aquí, así que nos anima el espíritu constructivo de mejorar. Seguiremos en este tema y 
nos volveremos a ver por aquí en poco tiempo. 


(Se retiran de sala el Secretario de Derechos Humanos de la Presidencia de la 
República, licenciado Nelson Villarreal y la licenciada Jimena Fernández) 


——=EEl jueves pasado visitamos tres centros del Inisa, específicamente en la Colonia 
Berro. Seguramente, los diputados sacaron sus conclusiones, pero no sería bueno hoy 
ahondar en el tema. Hablamos con la señora diputada Macarena Gelman de recorrer 
algunos ubicados en el centro de la ciudad, pero me acaba de informar la secretaria que 
el 18 de mayo concurrirá a la Comisión del Congreso de Intendentes. A su vez, 
esperamos confirmación de la visita de la señora ministra de Desarrollo Social el 1” de 
junio. Por lo tanto, en la próxima sesión consideraremos cuándo podremos visitar esos 
centros. 


Se levanta la reunión. 


